Carátula 


COMISIÓN ESPECIAL DERECHO A LA ALIMENTACIÓN CON FINES DE ASESORAMIENTO 
(Sesión del día 15 de mayo de 2018) 


(Asiste la licenciada Gloria Canclini, del Equipo del Observatorio del Derecho a la Alimentación de la 
Udelar) 


SEÑOR SECRETARIO.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 14 y 35) 


——De acuerdo con lo establecido en el artículo 107 del Reglamento de la Asamblea General, 
corresponde elegir un presidente y un vicepresidente. 


SEÑOR CASTAINGDEBAT (Armando).- En función del acuerdo realizado previamente por los 
partidos políticos, este año le corresponde ocupar la Presidencia al Partido Nacional. Por lo tanto, 
proponemos al legislador José Carlos Cardoso para ocupar la Presidencia de la Comisión. 


SEÑOR SECRETARIO.- Se va a votar. 
(Se vota) 

——Siete en ocho: AFIRMATIVA. 
(Ocupa la presidencia el legislador José Carlos Cardoso) 

SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Cardoso).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
A continuación, corresponde designar un vicepresidente. 


SEÑORA GELMAN (Macarena).- Solicitamos que se posponga hasta la próxima sesión la elección de 
vicepresidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota) 
——_O cho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


El día de hoy recibiremos a una delegación de la FAO Uruguay, presidida por el señor 
Vicente Plata. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Darcy).- Nos enteramos de que se llevó a cabo un curso de formación 
para las secretarías de los legisladores que integran esta Comisión, pero no sé cuál fue el criterio 
adoptado ni cómo se concretó, porque a nosotros no nos llegó ninguna invitación. Tampoco sabemos 
cómo se llevó a cabo la distribución o la designación de los cupos, ya que a nosotros no nos llegó 
ningún aviso. Por lo tanto, no sabemos cómo se conformó la delegación. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- En realidad, este es el segundo curso semipresencial que realiza la 
FAO. 


Este curso comenzó a realizarse el año pasado, y este año se llevó a cabo la segunda 
edición. Además, de acuerdo con lo que tenemos entendido, continuará impartiéndolo. 


Para participar se debe recibir una invitación por parte de la FAO. Por lo general, este 
organismo envía la invitación a los legisladores para que estos participen o designen a alguno de sus 


asesores. Por lo tanto, no es algo que los legisladores podamos resolver o digitar, ya que depende de 
las invitaciones que realice la FAO. 


En esta oportunidad, participó uno de mis asesores, y por ello estoy informado. Además, 
como soy el secretario general del Parlatino, se me asignó la tarea de coordinar y organizar las 
actividades en Panamá, que fue donde se llevó a cabo la parte presencial de este curso. 


Sin duda, se trata de un curso muy bueno, y creo que quienes lo hicieron deberían volcar su 
experiencia a un grupo de asesores. 


Asimismo, creo que se debería incorporar a la nómina que se envía a la FAO a los 
compañeros que están interesados en realizar el curso, a fin de que el próximo año puedan asistir. 
Digo esto porque la FAO conoce a algunos, pero no a todos los que están trabajando en este tema. Por 
supuesto, me refiero a la FAO regional, no a la que está aquí, con la que tenemos un contacto directo. 


Como decía, la Oficina Regional de la FAO, que es la que organizó este curso, no conoce a 
todos los legisladores que integramos esta Comisión, por lo que sería bueno generar una instancia 
para que otros postulantes puedan hacerlo. 


Cabe aclarar que no hay un requisito previo para realizarlo, lo que es algo interesante; no 
hay que ser doctor en algo en particular para asistir. Es suficiente con que el legislador proponga a un 
asesor que trabaja en el tema para que sea considerado como un candidato. 


Sin duda, debemos saludar que exista este tipo de apoyo por parte de la FAO. 


SEÑOR CASTAINGDEBAT (Armando).- Solicito a la licenciada Gloria Canclini que explique cómo fue 
todo el proceso de selección, ya que ella participó de él. 


SEÑORA CANCLINI (Gloria).- Complementando lo manifestado por el legislador González, quiero 
decir que estos cursos que realiza la FAO tienen por finalidad el fortalecimiento institucional de los 
capítulos nacionales del Frente Parlamentario Contra el Hambre. 


Una vez que se hace la comunicación y que los legisladores que integran el Frente 
Parlamentario designan a las personas que están trabajando en estos temas para participar, se inicia el 
curso. Este en particular empezó en el mes de febrero y se extendió hasta mayo, y se hizo a través de 
una plataforma Moodle; hubo evaluaciones, seminarios y foros, y al final se contabilizaron los puntajes 
obtenidos por los participantes. En realidad, los puntajes que obtuvieron los asesores que participaron 
desde Uruguay superaron el porcentaje que la FAO establece como mínimo, y por eso la nuestra fue la 
delegación más numerosa. Aclaro que eso no fue determinado por el Frente Parlamentario Uruguay ni 
por el Parlatino, sino que fue la FAO la que determinó -a través del núcleo de capacitación que se 
articuló entre la representación de la Oficina Regional en Chile y el Centro de Capacitación en España- 
que recibiéramos esta capacitación. 


Por lo tanto, durante cuatro días tuvimos la responsabilidad de presentar los proyectos que 
se estaban realizando en el marco del trabajo de los Frentes Parlamentarios. Además, Uruguay fue 
elegido como un caso interesante porque, en el marco de un acuerdo entre la Universidad de la 
República y la FAO, nuestro país está realizando el monitoreo de la Ley N* 19.292, que declara de 
interés general la producción familiar agropecuaria y la pesca artesanal. Por esa razón, el Parlamento 
uruguayo fue visto como un Parlamento que innova porque se interesa por monitorear una ley que 
promulgó, lo que no es habitual en los parlamentos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, correspondería hacer pasar a la delegación de FAO Uruguay para 
que participe de la reunión, brinde su informe y los legisladores podamos hacer preguntas. 


(Ingresa a sala una delegación de la FAO Uruguay y del Equipo del Observatorio del Derecho a la 
Alimentación de la Udelar) 


——LLa Comisión Especial Derecho a la Alimentación con Fines de Asesoramiento tiene el gusto de 
recibir a una delegación de la FAO Uruguay, integrada por el oficial a cargo de la representación de la 
FAO en Uruguay, señor Vicente Plata; la asistente del programa, señora Vivian Salta y la encargada de 
Comunicaciones de la FAO, señora Mariné González, y a una delegación del Equipo del Observatorio 


del Derecho a la Alimentación de Udelar, integrada por el doctor Alejandro Borche, el doctor Juan 
Ceretta, la doctora Laura Paulet y la magíster María Rosa Curuchet. 


SEÑOR PLATA (Vicente).- Ya casi todos nos conocemos. Es un gusto para la FAO volver a verlos. 


Para la FAO, es realmente un gran honor poder colaborar con esta Comisión, apoyando de 
esta manera al Parlamento en su trabajo legislativo, contratando a la academia, aprovechando las 
fortalezas intelectuales que tiene el país, que son muchas, y apoyados por los oficiales técnicos, 
especializados, de alto nivel que tiene la FAO en estos temas, en este caso, con sede en Santiago de 
Chile. 


Quedamos a disposición de esta Comisión para todas las aclaraciones que entiendan 
necesarias y para futuros trabajos, pero en realidad hemos venido a escuchar al Equipo del 
Observatorio del Derecho a la Alimentación. 


SEÑORA PAULET (Laura).- Estamos acá en representación del ODA, de la Facultad de Derecho y de 
la Escuela de Nutrición. 


La idea es presentarles el trabajo que estamos haciendo como asesores técnicos en esta 
carta de acuerdo que la Facultad de Derecho está haciendo con FAO. 


(A continuación se acompaña la exposición con una presentación power point) 


——LLos objetivos que tiene nuestro trabajo es asesorarlos técnicamente, en esta primera instancia, en 
lo que tiene que ver con la ley sobre el derecho a la alimentación, seguridad alimentaria y nutricional y, 
en una segunda instancia, apoyarlos en lo que tiene que ver con la Ley N* 19.292, que se refiere a la 
reserva de mercado para las compras públicas. 


En este caso, el trabajo que hicimos lo basamos en cuatro puntos. 


En primer lugar, como pueden ver en la presentación, se hizo una revisión sobre la normativa 
análoga en la región. Nosotros tomamos el trabajo que se está haciendo en el Parlatino respecto a las 
leyes sobre seguridad alimentaria y nutricional, e hicimos un análisis de todo un conjunto de leyes que 
encontrarán en el trabajo que tienen allí. La idea es armonizar todas las leyes para que pueda ser un 
poco más fácil el proceso de integración. Entre las leyes que estuvimos analizando se encuentran las 
de Argentina, Brasil, Honduras, Ecuador y Nicaragua, pero no solo analizamos leyes, sino también un 
anteproyecto de ley de Costa Rica, que es un país muy pequeño, pero tiene mucha institucionalidad; 
para nosotros, fue muy enriquecedor contar también con ese aporte. 


Otro de nuestros trabajos fue realizar un análisis de la congruencia en el orden jurídico 
vigente. El análisis que nosotros realizamos fue respecto a que este proyecto no estuviera violando 
ningún tratado internacional firmado por Uruguay. 


Asimismo, estuvimos haciendo una revisión de la normativa nacional para poder brindar un 
proyecto que fuera acorde con nuestro orden jurídico vigente. 


Por otro lado, lo que también analizamos y realizamos fue un mapeo institucional -trabajo 
nada fácil que, en realidad, hicieron los compañeros Gloria Canclini y Alejandro Borche, entre otros- de 
un trabajo que ya había realizado el ODA del conjunto de instituciones que en Uruguay se dedican al 
derecho a la alimentación. Ustedes pueden ver que ese trabajo original -lo hablamos con el doctor 
Juan Ceretta- no se entiende, y realmente refleja la realidad: no se entiende cómo hay tanta cantidad 
de instituciones superpuestas. 


La idea que estamos manejando es, sobre la base de lo que está -no crear nada nuevo-, 
brindar una nueva institución que pueda servir de apoyo al derecho a la alimentación, que pueda tener 
flexibilidad y que pueda gozar de control parlamentario. 


En última instancia, nosotros también realizamos talleres de validación -nos queda pendiente 
uno-, entre los cuales tenemos el conversatorio que se realizó aquí sobre derecho a la alimentación en 
el Uruguay, hacia la construcción de una ley marco del derecho a la alimentación y seguridad 


alimentaria. De la relatoría de ese taller hemos sacado varios insumos. En ese taller estuvo presente la 
sociedad civil, y fue muy enriquecedor. 


Teniendo en cuenta todo esto que hemos mencionado, así como los elementos que 
establece la FAO para la realización de una ley sobre el derecho a la alimentación y tomando como 
base la ley que ya fue aprobada en el Parlatino, venimos hoy a presentarles este proyecto de ley. 


La idea que tenemos es que las compañeras Gloria Canclini y María Rosa Curuchet hagan 
una presentación general para luego hacer un breve análisis del articulado. 


Estamos abiertos a todas las preguntas que quieran hacer. 


SEÑORA CANCLINI (Gloria).- Este trabajo que realizamos toma como referencia la ley marco del 
derecho a la alimentación y se inscribe también en un proyecto de cooperación entre el Parlatino y la 
FAO, en apoyo a los frentes parlamentarios. 


El marco normativo en el cual se inscribe la ley hace referencia a los procesos en los cuales 
se fue dando la afirmación del derecho a la alimentación, que aparece expresamente citado en el 
artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos -conjunto de normas que surge 
luego de la guerra-; después se integra en el artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y en la observación general del Comité de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de la ONU. Es decir, lo que presentamos acá es el esquema de 
cómo se fue consolidando la percepción del derecho a la alimentación como un derecho humano 
básico y, si se quiere, pilar para poder acceder a los demás derechos. 


También existen disposiciones sustantivas que establecen el derecho a la alimentación, 
como las directrices voluntarias. A diferencia de los pactos, que se vuelven obligatorios para los 
Estados que los ratifican, las directrices voluntarias son un conjunto de orientaciones para hacer 
aplicables las leyes. 


Posteriormente, aparece la exigibilidad del derecho a la alimentación. Es decir, en el ámbito 
del derecho, por más que un derecho esté proclamado, si no hay posibilidad de su justiciabilidad y de 
su exigibilidad, realmente no podrá ser ejercido. Nuestros colegas, doctores Juan Ceretta y Alejandro 
Borche, nos van a ilustrar al respecto. 


Nuestra compañera, María Rosa Curuchet nos va a decir por qué es necesaria esta ley, que 
ya está en una de las comisiones del Parlamento; fue presentada por José Carlos Cardoso, cuando era 
diputado en el año 2015, y ahora está en el ámbito de la Comisión Especial de Población y Desarrollo 
de la Cámara de Representantes. 


SEÑORA CURUCHET (María Rosa).- Vamos a tratar de trasmitir algunas cifras que nos muestran, 
desde una visión lo más integral posible, algunos de los desafíos mayores que tenemos en el área de 
seguridad alimentaria y nutricional y cómo repercuten en el alcance o en el logro del derecho a una 
alimentación adecuada. 


En primer lugar, brindaremos información vinculada con la prevalencia del hambre en 
Uruguay. Si bien nuestro país ha tenido un avance importante en los últimos años, todavía no es un 
tema totalmente resuelto. En un estudio que se hizo en la Universidad se muestra cómo ha sido la 
evolución de la inseguridad alimentaria o de la privación de hogares por falta de alimentos desde el año 
2014. En la situación más dura, hay un 4% de hogares en una situación de inseguridad alimentaria 
grave; un 30% de hogares relatan una situación de inseguridad alimentaria leve y un 70% de hogares 
está en situación de seguridad alimentaria. O sea, Uruguay ha tenido un proceso de avances positivos 
en reducir la privación, pero todavía no es un tema que esté totalmente resuelto. 


También vamos a tratar de mostrar que, en cuanto a la malnutrición, esta ley se posiciona 
desde una visión del sistema alimentario y mira la malnutrición en todas sus formas. Uruguay ha tenido 
un proceso decreciente en todo lo vinculado con malnutrición por déficit; las tendencias muestran que 
hemos ido mejorando, pero en cuanto a la malnutrición por exceso, hay una tendencia creciente de 
diversas enfermedades vinculadas con una inadecuada alimentación, como puede ser la diabetes, la 
hipertensión, el sobrepeso, la obesidad. El principal problema de malnutrición que el país tiene hoy es 
el sobrepeso y la obesidad. 


En cuanto a las grandes cifras de malnutrición por déficit, Uruguay todavía tiene un problema 
de salud pública vinculado con el retraso del crecimiento, el retraso de talla en los niños pequeños -casi 
un 5%-; el bajo peso al nacer también se ha ido reduciendo, pero estamos en cifras cercanas al 8%. La 
desnutrición dura, la desnutrición aguda, no llega al 1% de la población y la anemia por falta de hierro 
sigue siendo todavía un problema de salud pública que ronda el 30% de nuestros niños. 


Hoy el mayor problema se vincula con una tendencia creciente, con una velocidad que se ha 
acelerado especialmente en los últimos diez años. La malnutrición por exceso, como el sobrepeso, la 
obesidad, la encontramos en todos los grupos etarios. Por ejemplo, el 40% de los niños escolares tiene 
sobrepeso. Cuando analizamos cifras de presión arterial elevada en niños escolares, las ubicamos 
cercanas al 15% y ese porcentaje es mayor cuando se asocia con sobrepeso-obesidad. Cabe destacar 
que nosotros no deberíamos tener niños hipertensos. Según un estudio realizado el año pasado por la 
Comisión Honoraria para la Salud Cardiovascular, son cifras nuevas y muy impactantes. 


En lo que refiere a embarazadas, la tendencia al déficit va en retroceso desde el año 2002 en 
adelante, y todo lo que es exceso va en una tendencia creciente desde ese período en adelante. 


Cuando miramos la población de adultos, advertimos que Uruguay también en estos temas 
tiene dificultades para tener información oportuna, de producción sistemática. La última información 
que tenemos sobre estado nutricional en adultos es del año 2013. Uruguay tiene dos encuestas 
nacionales de factores de riesgo para enfermedades no trasmisibles y allí se pueden ver las cifras del 
año 2006 y las del año 2013. En solo siete años Uruguay tuvo un incremento de nueve puntos 
porcentuales de la hipertensión, ocho puntos porcentuales de sobrepeso, a razón de un incremento del 
1% anual. 


La glucosa en sangre también se incrementó en un 3% y la proporción de población que no 
consume, por lo menos, cinco porciones de verduras y frutas también se incrementó, o sea que hay un 
deterioro en la calidad de la alimentación. 


Según este cuadro, podemos decir que en lo que sí venimos mejorando es en bajar el grado 
de sedentarismo. Hemos logrado reducir cifras de la población con baja actividad física. 


¿Cuál es la gran explicación para todos estos problemas? Obviamente, ha habido un cambio 
muy marcado en la forma de alimentarnos, en nuestro estilo de comer, en la oferta de alimentos que 
tenemos en el mercado. En solo trece años, de 2000 a 2013 -en la presentación se puede ver un 
estudio de la Organización Panamericana de la Salud-, Uruguay aumentó tres veces el consumo de 
bebidas azucaradas; pasamos de 36 litros a 96 litros por persona, por año. 


A su vez, en cuanto al consumo de productos ultraprocesados, que son altamente 
industrializados, con contenido de grasa, de sal y de azúcar muy elevados -los tres nutrientes que hoy 
nos están causando serios problemas en la población-, duplicamos ese volumen de 16 kilos a 30 kilos. 
Este cambio tan importante en lo que comemos, en cómo lo comemos, en dónde lo comemos, está 
impactando fuertemente en la salud de las personas, pero también en nuestro entorno. 


Voy a dar algunas cifras vinculadas con la producción, por aquella cuestión de que estos 
problemas tenemos que mirarlos desde una perspectiva amplia. En la gráfica se muestra cómo la 
biodiversidad tiene una aparente tendencia decreciente -figura en color verde-; Uruguay está perdiendo 
biodiversidad. Este es un tema que todavía no está suficientemente estudiado en nuestro país; este 
estudio responde a una consultoría que se hizo desde Presidencia en el año 2014. Asimismo, si miran 
la gráfica verán que el consumo de productos industrializados y de productos ultraprocesados -lo 
marca la línea en color azul- tiene una tendencia creciente, y se está disparando. 


Por otro lado, en los últimos quince años Uruguay redujo en un 50% la cantidad de 
productores que se dedican a la agricultura familiar, lo que, obviamente, trasciende los temas 
económicos, ya que tiene que ver con cómo está nuestro sistema alimentario. 


En la siguiente lámina se pueden observar cifras del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, que surgen a partir del último censo agropecuario. Allí se puede ver que hubo un descenso de 
la superficie cultivada, tanto de huertas a cielo abierto como de huertas protegidas, lo que impacta en 
esta temática que tanto nos preocupa. 


Obviamente, para hacer un diagnóstico de seguridad alimentaria, deberíamos considerar 
otros aspectos, pero abordamos aquellos que nos parecieron más determinantes o críticos. De todos 
modos, en esta lámina podemos observar que en los últimos años Uruguay ha tenido un crecimiento 
importante del sector agropecuario, aunque no en todos los rubros que nos interesan, ya que el sector 
hortifrutícola ha presentado un retroceso importante, lo que influye para lograr un sistema alimentario 
saludable y sostenible. Sin duda, ese es un punto clave que consideramos en la propuesta legal que 
estamos planteando. 


SEÑOR CERETTA (Juan).- Después de la exposición realizada por los compañeros, voy a referirme a 
cómo se puede trabajar sobre la realidad que se describió. 


En ese sentido, se considera imprescindible la sanción -por eso presentamos este 
anteproyecto de ley- de un marco normativo general que establezca principios y directrices; más 
adelante, deberán seguirse más estrictamente con otro tipo de normas, de igual o inferior jerarquía. 


El objetivo del anteproyecto de ley es establecer un marco jurídico de referencia que permita 
al Estado dirigir políticas y estrategias que garanticen el derecho a la alimentación. Y cuando hablamos 
de los objetivos de la ley, nos referimos a asegurar a toda la población el pleno derecho a una 
alimentación adecuada. Para ello, se necesita un sistema alimentario sostenible a fin de brindar una 
alimentación saludable. 


También pensamos que debe favorecerse la agricultura familiar y la pesca artesanal a 
pequeña escala, y establecer condiciones que favorezcan el acceso físico y económico, en todo 
momento, a una alimentación adecuada. Esos son los grandes objetivos de este anteproyecto de ley, 
que no pretende ser otra cosa que una ley marco que regule y plantee las reglas generales para el 
derecho a la alimentación. 


Por otro lado, consideramos que se deben establecer como prioridad nacional las políticas 
que permitan el alcance progresivo al derecho a la alimentación. Asimismo, creemos que se debe 
fortalecer la capacidad institucional del Estado y de otros actores para garantizar este derecho, así 
como también establecer estrategias que no solo estén pensadas en combatir el hambre -que ha sido 
el objetivo de toda la región-, sino también en las otras cosas que nos están afectando y que hemos 
descrito en las diapositivas que vimos anteriormente. 


Por último, quiero hacer una breve mención al ámbito de aplicación de este anteproyecto de 
ley. En realidad, esta iniciativa pretende que los beneficiarios del derecho a la alimentación sean todas 
las personas, sin distinción; simplemente alcanza con que sean personas físicas, y por eso habla de 
habitantes de la República. 


Por otra parte, se atribuye al Estado el deber de establecer los mecanismos y elementos que 
permitan a las personas tomar las mejores decisiones en cuanto al derecho a la alimentación. 


Además, en cuanto al ámbito de aplicación, establece que las personas físicas -no solo 
públicas-, tienen la responsabilidad de evitar que sus acciones y decisiones produzcan un efecto 
negativo sobre el derecho humano a la alimentación; esto figura en el artículo 4” de la iniciativa. 


Esto es lo que contienen los primeros artículos del anteproyecto de ley, y el ámbito de 
aplicación que se pretende establecer. 


SEÑORA CANCLINI (Gloria).- Vamos a saltearnos algunas diapositivas para no hacer tan extensa la 
exposición. 


Solicito que el doctor Alejandro Borche, rápidamente, esquematice cómo conceptualizamos 
ese marco institucional. 


SEÑOR BORCHE (Alejandro).- Muchas gracias por recibirnos. 


Me voy a referir al análisis institucional que llevamos a cabo sobre las distintas personas 
jurídicas de derecho público que están vinculadas con el derecho a la alimentación. 


En realidad, esto viene de una investigación que hizo el ODA, que identificó las 
competencias que tenía cada uno de los ministerios, de los entes, de los gobiernos departamentales y 
de las personas de derecho público no estatal. 


En concreto, el problema que encontramos fue que muchas de las instituciones que tenían 
competencias y cometidos vinculados con el derecho a la alimentación tenían una gran 
descoordinación, ya que la mayoría no sabía lo que hacían las otras. Por lo tanto, lo primero que se 
debe hacer es coordinar entre aquellas instituciones que tienen diferentes cometidos referidos al 
derecho de la alimentación. 


En segundo lugar, como tratamos de innovar y de crear la menor institucionalidad posible, 
consideramos que se debe dar al INDA -que es una institución que ya existe- las facultades de 
investigación y evaluación. 


Entonces, un organismo tendría competencias en materia de coordinación. En él deberían 
nuclearse aquellos organismos que actualmente tienen principal competencia en el derecho de la 
alimentación. Lo que este haría, simplemente, es coordinar para que la mano derecha sepa lo que está 
haciendo la mano izquierda, es decir, que se sepa cuáles son las medidas que se están ejecutando. Si 
hay algún problema de coordinación, se tratará de solucionar en ese ámbito o, si hay inconsistencias, 
se deberá elevar el problema a un ámbito superior, al Poder Ejecutivo, teniendo en cuenta que es el 
fijador de políticas. 


Por otro lado, consideramos que a este órgano coordinador se le debería crear una 
secretaría técnica, con una institución que ya existe, que está en el país desde el año 1930: el INDA. 
Por lo tanto, este organismo, que se reuniría algunas veces en el año -no muchas-, tendría una 
secretaría técnica, en forma permanente, que se dedicaría a investigar y evaluar todos los temas 
relativos a los derechos a la alimentación, y a establecer un sistema de vigilancia. Como dije, se 
propone crear un ámbito de coordinación con las instituciones que ya tienen competencia en la 
materia, que contará con una secretaría permanente -el INDA-, la que tendrá los cometidos de 
investigación, evaluación y vigilancia. 


SEÑOR CERETTA (Juan).- Me voy a referir a uno de los últimos capítulos del anteproyecto de ley, que 
refiere a la exigibilidad del derecho a la alimentación. 


Todas las recomendaciones internacionales, no solamente en cuanto al derecho a la 
alimentación, sino en general, referidas a cualquiera de los derechos que se consideran contenidos en 
la categoría de derechos económicos, sociales y culturales, apuntan a que hoy los derechos se 
consideran tales en la medida en que sean exigibles, es decir, que los ciudadanos o las personas 
puedan solicitar o exigir que se cumplan. Si no fuera posible establecer un procedimiento de 
exigibilidad, en definitiva, deberíamos dejar de llamarlos derechos. Sobre eso hay consenso 
internacional en todo lo que ingrese en esta categoría, y -como explicaron los compañeros- tampoco 
hay discusión de que el derecho a la alimentación integra esta categoría de derechos humanos. 


En función de eso, en el capítulo VIII del anteproyecto de ley se trató de no innovar de 
ninguna manera sobre este punto, sino establecer algunas reglas claras, al inicio, para evitar que 
después hubiera que hacer interpretaciones sobre la aplicación de procedimientos o de procesos para 
lograr la exigibilidad, que hoy no se discute. 


En ese sentido, se decidió establecer -siguiendo las recomendaciones de la FAO y las que 
hay a nivel internacional para todos los derechos económicos, sociales y culturales- la posibilidad de 
los recursos administrativos. Es decir que aquella persona que considere que su derecho a la 
alimentación ha sido vulnerado o es vulnerado por algún organismo del Estado, tenga la posibilidad de 
interponer un recurso administrativo; esta cuestión no tiene ninguna novedad y está prevista en la 
Constitución de la República, pero de alguna forma lo establecemos a texto expreso, ratificando ese 
derecho y estableciendo la potestad de la autoridad superior para tener atribuciones en la medida de 
corregir aquellas políticas que se desajusten a la protección del derecho. Con ese trámite 
administrativo previo se pretende regular, de forma que realmente signifique una solución, aquellos 
casos en los que se vulnera el derecho a la alimentación, pero a su vez la ley prevé que, para el caso 
de que esto resulte infructuoso, exista la posibilidad de su justiciabilidad. Esto es: acudir al Poder 
Judicial, a un tercero imparcial que pueda decidir si realmente hay una vulneración del derecho o no. 


En este sentido, hoy, sin que esta norma se apruebe o entre en vigencia, ya existe doctrina y 
jurisprudencia que permite acudir a la Justicia a un ciudadano que considere que su derecho a la 
alimentación ha sido vulnerado. En general, estos trámites se hacen a través de la Ley N* 16.011, de 
acción de amparo, que fue prevista para otras cosas. Entonces, ahí empiezan los primeros desajustes. 
Por eso, decidimos incluir algunos artículos que ratifican la posibilidad del acceso a la justicia para 
reclamar por el incumplimiento del derecho a la alimentación, e intentan ordenarlo un poco, teniendo 
en cuenta algunas peculiaridades. Ahí se establecen algunas cuestiones específicas que se apartan o 
que mejoran lo recibido en la Ley N* 16.011. 


En ese sentido, y solo a título de ejemplo, quiero destacar la posibilidad de participación, en 
ese proceso judicial, de terceros especializados en esta materia, que puedan acudir en ayuda del juez 
en ese proceso en el que un ciudadano demanda a alguien -sea privado o el Estado- respecto a la 
eventual violación del derecho a la alimentación. Esa es una figura conocida internacionalmente como 
amicus curiae, que en Uruguay no ha sido recibida en ninguna legislación procesal. Hoy existe una 
verdadera dificultad para el litigio en cualquiera de estos derechos, porque al no estar prevista, los 
jueces no la admiten. De alguna manera, eso redunda en un deterioro de la calidad de la discusión que 
se realiza en el ámbito judicial. Si esto entrara en vigencia, alguien que considere que su derecho a la 
alimentación ha sido violado, podría contar en el ámbito judicial con la participación de organizaciones 
especializadas en esta temática -la propia FAO y otras organizaciones que tienen una experiencia y 
conocimiento acumulado, como puede ser la academia- que ilustraran al juez sobre la decisión que va 
a tomar. O sea que nos parece que la inclusión de esta figura, por primera vez, en la legislación 
uruguaya es un avance en el sentido de la efectiva protección de los derechos. 


Por otro lado, también prevé una modificación en la carga de la prueba en estos procesos 
judiciales. En estos juicios, la regla general para la prueba es que cada uno tiene que probar lo que 
argumenta. A nivel internacional, se ha comprobado que si mantenemos esa regla, que parte de la 
base de que los litigantes son iguales, en realidad consagramos una gran injusticia, porque, por 
ejemplo -por poner solo un ejemplo internacional, no haciendo referencia al Uruguay-, un ciudadano 
que considera que su derecho a la alimentación está siendo violado por una multinacional que utiliza 
ingredientes que violan ese derecho, tendría que probar en ese juicio la composición química de ese 
alimento, eventualmente perjudicial. En estos casos, lo que proponemos en el anteproyecto de ley es la 
regla que se viene tomando a nivel internacional, que es, en este tipo de casos, alterar la carga de la 
prueba y establecer que hay una inversión de la carga. En el ejemplo que ponía, quien tendría que 
probar que el alimento no ofrece ninguna dificultad ni perjuicio para la persona, sería quien lo produce, 
y no el ciudadano que litiga en la aplicación de estos derechos. 


Esas son las dos grandes novedades que establece el proceso. En lo demás, aplica lo que 
ya existe en materia de recursos de amparo. Simplemente, lo ratifica, para no generar dudas, pero no 
haría falta siquiera que estuviera en el texto de la ley. En definitiva, ratifica la posibilidad de plantear 
judicialmente, cuando se considere que el derecho ha sido violado, sin perjuicio de la existencia de un 
proceso administrativo que evite que esto se judicialice. 


SEÑOR PLATA (Vicente).- Quiero agradecer al equipo de la academia y brindar a los integrantes de 
esta Comisión la mayor tranquilidad de que este trabajo no solo ha sido muy responsablemente hecho 
por la academia, sino que, además, ha sido revisado en detalle, comentado y apoyado por el equipo de 
oficiales técnicos de la Oficina Regional, con lo cual les estamos brindando un documento realmente 
de muy buena calidad técnica. 


SEÑOR LARZÁBAL (Nelson).- Me surge la duda de cuáles son los pasos que siguen. 


SEÑOR PLATA (Vicente).- Esto surgió a raíz de una solicitud de la Comisión a la FAO para que 
apoyara técnicamente y comentara un documento de ley marco de derecho a la alimentación. Eso es lo 
que hizo la FAO, contratando al Observatorio del Derecho a la Alimentación de la Facultad de Derecho 
de la Universidad de la República. Contrata el trabajo, solicita a los oficiales técnicos que lo revisen, 
que lo corrijan y que lo mejoren, y ese trabajo es el que hoy les entregamos. Queda en vuestras 
manos. De la FAO, nada más. 


Estamos a las órdenes. 


SEÑOR CASTAINGDEBAT (Armando).- La licenciada Gloria Canclini ha estado detrás de todo el 
proceso. Solicito que cuente un poco cómo comenzó esto. 


Esto empezó cuando la señora diputada Sanseverino era la presidenta de la Comisión 
Especial de Población y Desarrollo. 


SEÑORA CANCLINI (Gloria).- Exactamente. Esto surge a partir de un acuerdo que firmó la FAO con la 
Universidad de la República. Se nos asignó a nosotros trabajar en el tema. 


Este trabajo lo venimos haciendo, incluso, participando y ayudando a construir aquellos 
conversatorios que se hicieron en el marco del proceso del foro. Nosotros aprovechamos esas 
instancias para recabar información. 


Esto que nosotros estamos acercando a la Comisión son insumos para que esta, en su 
carácter de asesora, pueda brindar apoyo -quedamos a disposición- a la Comisión Especial de 
Población y Desarrollo, que tiene este tema en carpeta. 


Reitero, es muy novedoso en el contexto latinoamericano que haya una comisión 
institucionalizada en el Parlamento que apoye y contribuya al tratamiento de este tema en la comisión 
específica. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Darcy).- Quiero agradecer la presencia de la delegación. 


Nosotros nos vimos sorprendidos, porque el tema no estaba en el orden del día. Incluso, 
lamentablemente, algunos compañeros, como el señor senador Pardiñas, se tuvo que retirar cuando 
ingresaban los invitados, porque tenía compromisos previos. 


Agradecemos la exposición y lamentamos no poder hacer un intercambio más fluido, porque 
tuvimos contacto con el material recién ayer y tampoco hemos profundizado en él. Sinceramente, nos 
sorprendió el hecho de que hoy estuvieran en sala, pero igual agradecemos vuestra presencia. 
Tratamos de seguir la alocución y trataremos de que exista otra instancia de intercambio. 


SEÑOR PLATA (Vicente).- Naturalmente, estamos a vuestra disposición, tanto desde la FAO como 
desde el equipo de la academia, para tener otra participación a efectos de evacuar dudas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la FAO y del Equipo del 
Observatorio del Derecho a la Alimentación de la Udelar. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 25) 
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